
Izquierdas, derechas y federalismo 
Por: Antonio Rivera 

 

El federalismo como solución política para organizar la relación entre los 
ciudadanos y ciudadanas y entre los territorios de un Estado tiene mucho 
que ver con las experiencias y tradiciones históricas de los países. Este 
aspecto es, sin duda, lo que más condiciona la situación actual de cada uno 
de ellos. Como todo en la política y en la historia, la solución federal 
también es contingente y responde a cúmulos y resoluciones del pasado, 
de procesos y acontecimientos relevantes, de mecanismos reactivos, de 
proyectos frustrados o exitosos, de las propias facilidades o complicaciones 
geográficas, y de tantos otros factores. Se indica con esto que tales 
componentes nos permiten explicarnos a posteriori por qué las cosas han 
sido como han sido, pero no anticipan que serán de una determinada 
manera a partir de ellos. 

El caso español ilustra muy bien esto que se dice. El punto de partida de su 
Estado-nación moderno era más federal que otra cosa. Federal a su 
manera, antigua y moderna, como se verá. Antigua, preliberal, porque 
antiguos reinos y regiones recordaban, aunque en general con poca (o 
ninguna) consistencia institucional, un pasado de espacios territoriales que 
componían el país. El artículo décimo de la primera Constitución española, 
la de 1812, ya decía que “el territorio de las Españas” era el que formaban 
diferentes viejos reinos y regiones, junto con las posesiones en ultramar. 
Era un reconocimiento de esa diversidad territorial, pero desde la mirada 
tradicional patrimonial, de lo que constituía el pertrecho del príncipe, ahora 
de la naciente nación. Luego, en 1833, llegaron las provincias, copia del 
modelo departamental francés, con un cometido administrativo y de 
control espacial y social bien distinto de este anterior, y abiertamente 
centralizador. Por su parte, era federal moderno el punto inicial porque esa 
nueva nación que surgió de la crisis de Estado de 1808 se rearticuló tras la 
huida de sus monarcas a partir de juntas locales que se constituían 
regionalmente hasta dar lugar a un nuevo poder alternativo, que fue 
precisamente el que instó y sirvió de escenario, después de luchas internas, 
al experimento constitucional del 12. Esa tradición juntista y federal en su 



manera de relacionarse desde lo local hacia el conjunto del territorio se 
mantuvo a lo largo del siglo XIX (y también de la primera mitad del XX) y 
rebrotó cada vez que el país vivía una experiencia crítica o revolucionaria. 

Esta y otras tradiciones fueron conformando una referencia mítica, La 
Federal, que adquirió en el ecuador del Novecientos un halo épico en tanto 
que animaba a los diversos movimientos emancipatorios, les daba cierta 
coherencia (al menos sentimental y simbólica) y, sobre todo, aunaba 
demandas de diverso signo, pero confluyentes desde la perspectiva 
progresista y democrática: un federalismo republicano popular, aunque de 
base interclasista, muy avanzado en sus demandas de tipo social 
igualitarista, defensor de una ciudadanía virtuosa y contrario a los intereses 
de los grupos identificados como parasitarios (Iglesia, nobleza, Ejército y la 
nueva burguesía enriquecida en los procesos desamortizadores). En ese 
sentido, el federalismo cobró pronto en España un tono progresista en 
razón sobre todo de sus contrarios: los moderados y luego conservadores 
empeñados en una España centralizada y monárquica, enseguida 
intrínsecamente católica y de derechas. El definitivo Estado-nación español 
que se empieza a constituir en los años treinta y cuarenta del siglo XIX 
respondió al modelo liberal-conservador y expulsó del juego político a los 
sectores avanzados políticamente, que se refugiaron las más de las veces 
en aquella idea de una España diversa y autogobernada desde los ámbitos 
más cercanos, lo que constituía el espíritu de La Federal.  

 

Las malas experiencias forjan una imagen y una disposición 

En esa construcción territorial e institucional del Estado español moderno 
durante el siglo XIX hay que destacar la fase definitiva en la que la disputa 
por su carácter se resuelve en favor de un conservadurismo muy influido 
por el tradicionalismo religioso y por un historicismo españolista de corte 
unitarista, y monárquico en su sistema de representación máxima. España 
se acaba viendo como un refugio de la catolicidad frente a los diversos otros 
exteriores –y luego interiores-, destilado histórico que cobra sentido 
precisamente en esa interpretación teológico-política que se dota de un rey 
representativo de esa monarquía tradicionalista y que desdeña de las 
fuerzas e impulsos localistas que le puedan devolver a los tiempos 
disolventes y caóticos de las taifas –enseguida los cantones; para algunos 



hoy, las autonomías-, frente a la experiencia enriquecedora, cristiana e 
incluso universalista (imperial) de los Austrias mayores (Carlos I y Felipe II). 

Esa burguesía liberal-conservadora católica y monárquica, además de 
centralista, se impuso en el país y protagonizó su historia contemporánea. 
Solo hubo dos ocasiones importantes en que esas derechas fueron 
desalojadas del poder y coinciden con las dos experiencias republicanas: 
una en 1873 y otra entre 1931 y 1936-39. Ambas vinieron a acoger en 
términos generales las características y demandas que contenía el mito de 
La Federal: fueron mayoritariamente avanzadas en lo político, 
democráticas, republicanas y federales. También se desarrollaron en 
situaciones críticas nacional e internacionalmente, y vivieron situaciones 
difíciles que les connotaron negativamente entre parte de la ciudadanía y 
en determinados sectores políticos. Pero lo sustantivo es que fueron las dos 
ocasiones en que las derechas estuvieron más alejadas del dominio de la 
sociedad española, casi una excepción hasta que lleguemos a la democracia 
de finales de los setenta del siglo XX. 

No es casual, entonces, que las derechas españolas tengan una mala 
opinión, en concreto, de la solución federal (y de la republicana a otro 
nivel). No entraba dentro de la cultura política que habían ido construyendo 
a lo largo del XIX y primera parte del XX, y coincidía con experiencias que 
les habían resultado penosas (exilios, pérdidas materiales, desplazamiento 
del poder, agravios simbólicos…) y contrarias a sus objetivos políticos. Ello 
explica que en la tradición española no haya habido ningún grupo político 
derechista, no ya federal, sino que se apartara lo más mínimo de una mirada 
centralista, unitarista e historicista del país. Ha llegado a haber republicanos 
de derechas (Castelar, Alcalá Zamora, Miguel Maura), pero no federalistas 
de derechas. Una situación que convive y se retroalimenta con el hecho de 
que en Cataluña y el País Vasco, fundamentalmente, haya habido 
importantes sectores conservadores nacionalistas, incluso antiespañoles. El 
“federalismo” preliberal, el regionalismo tradicionalista que cobra forma 
política en el carlismo, tomó fuerza en esas dos regiones y alimentó luego 
un nacionalismo muy conservador y católico. En algún caso, como el 
catalán, algún aporte federal llegó a ese nacionalismo, pero tiene más que 
ver con personalidades de alguna tradición federalista que con la 
incorporación de sus postulados auténticos. 



En resumen, frente a otros países donde por tradición, historia o resolución 
se adoptan soluciones federalistas entre el siglo XVIII y el XX (Estados 
Unidos, Suiza, Canadá, Bélgica, México, Argentina, Brasil, Alemania, Austria, 
India, Rusia…), al margen de ser gobernados por partidos de uno u otro 
color político, en España las derechas han sido inequívocamente unitaristas, 
centralistas y españolistas desde la dirección del Estado, desde su 
identificación con él y desde su idea de nación. Contrariamente, las 
derechas han sido también nacionalistas y hasta secesionistas (y 
antiespañolistas) en el caso de parte de las ubicadas en la periferia. La 
experiencia reciente de autonomismo regional, a pesar de su consistencia 
y continuidad (e incluso de su cercanía a un modelo federal en algunos 
aspectos), no ha modificado el planteamiento original unitarista (aunque 
descentralizado) y españolista de esas derechas. 

 

Nominalismo federalista en las izquierdas 

Por su parte, herederas de aquella tradición federalista del siglo XIX por su 
carácter sobre todo progresista e igualitarista, las izquierdas españolas han 
sido partidarias de la solución federal, si bien mayoritariamente de una 
manera retórica, compleja, teórica y apocada. La excepción es aquí el 
anarquismo –con sus importantes proyecciones en el anarcosindicalismo y 
el sindicalismo revolucionario: la CNT-, inequívocamente federalista hacia 
adentro y hacia afuera. En su caso forma parte de la auténtica tradición 
avanzada de ese signo, popularizada por teóricos y activistas como Pierre 
Josep Proudhon, traducido al español por Pi y Margall, republicano muy 
considerado en la tradición libertaria hispana. Coinciden en su caso y en el 
federalismo todas las preocupaciones y ambiciones ideológicas: el temor 
ante el creciente poder del Estado, la confianza en la democracia de base y 
en el mutuo y libre acuerdo y apoyo entre individuos y entre colectividades 
(el pacto sinalagmático), la apuesta por núcleos de vida abarcables y de 
tamaño reducido (humano), la autogestión de los recursos por parte de 
quienes habitan un espacio o el territorialismo de la voluntad y de la 
contingencia (el universalismo despreocupado de lo nativo) frente al de la 
historia y los caracteres (el nacionalismo). Como consecuencia, sus 
soluciones siempre fueron federalistas y su organización interna también, 
pagando incluso el precio puntual de fragmentaciones cuando el acuerdo 



no era capaz de unir en esa diversidad (del cantonalismo más igualitarista a 
las escisiones orgánicas). 

Frente a esa convicción y sinceridad, de la que participó el republicanismo 
federalista –que también lo hubo de su contrario unitarista y centralista-, 
tanto socialistas como comunistas han sido de una tradición formalmente 
federal que no ha constituido nunca referencia fundamental en su política. 
Así, las organizaciones sindicales o políticas de esos signos se constituían 
desde federaciones que, sin embargo, compartían una dirección 
centralizada ejecutiva e inflexible ante diferencias internas. A pesar de su 
federalismo retórico (y teórico), han sido entidades muy verticales en su 
jerarquía, dirigidas desde un centro al que se subordinaban las decisiones 
de las regiones o federaciones de ese signo. 

En consonancia, la solución federalista para España nunca ha sido su santo 
y seña, por más que hayan respaldado las iniciativas descentralizadoras más 
serías y exitosas en el siglo XX. Es el caso de la fórmula de Estado integral 
de la Segunda República, de vocación federalista, pero muy pacata en la 
práctica y muy subordinada a la consolidación y seguridad de la República 
allí donde se llevó a cabo. Primero, el Estado se descentralizaba, pero exigía 
de las futuras federaciones regionales autónomas que existiera una 
voluntad consistente de autogobierno entre sus ciudadanos, así como una 
verificada capacidad para autogestionarse (algo difícil de demostrar). Por 
supuesto, el Estado se reservaba toda la autoridad soberana, como 
manifestó en momentos de crisis política disolviendo algún gobierno 
regional. Por otra parte, en su origen, las izquierdas no fueron las entidades 
impulsoras de los procesos de descentralización en los años treinta, sino 
que fueron instadas por los sectores republicanos y nacionalistas avanzados 
catalanes (sobre todo la hegemónica Esquerra Republicana), y 
reactivamente por los nacionalistas conservadores y antirrepublicanos 
vascos (el pragmatismo del socialista Prieto frente al PNV de Aguirre antes 
y después de la guerra civil). Su actitud en la reunión del Pacto de San 
Sebastián en agosto de 1930 resulta muy gráfica de esa posición abierta al 
autogobierno regional, pero no fundamental en su agenda y siempre 
subordinada al valor mayor de asentar el proceso republicano tanto política 
como institucionalmente. 

Los comunistas no fueron muy diferentes, aunque en su caso aplicaron una 
fórmula leninista consistente en debilitar al Estado haciendo causa de los 



argumentos nacionalistas secesionistas. Su planteamiento era dividir para 
recuperar una supuesta libertad original –de supuestos territorios previos, 
que no de individuos ciudadanos- y desde ahí recomponer la unidad del 
país. Eran mayoritariamente igual de españolistas que las demás izquierdas, 
pero fueron los únicos capaces de acordar tácticamente con los grupos 
nacionalistas más extremos. En su organización interna eran también 
federales, pero tan jerárquicos y centralizados como los socialistas (o más, 
otra vez con su añadido leninista). El caso catalán se aparta un tanto de esta 
pauta general y, resultado de ello y de otras circunstancias, tenemos la 
creación del PSUC en 1936, reconocido por la Internacional Comunista en 
España a la vez que el anterior PCE. 

 

La influencia del franquismo 

La dictadura de Franco dio lugar al antifranquismo, un espacio diverso y 
multiforme que acogió todo tipo de entidades contrarias. La clandestinidad 
y el exilio acercaron a sectores derrotados que se habían enfrentado 
durante la guerra, al punto de que en la izquierda se produjo un fenómeno 
de atracción y comprensión del nacionalismo catalán y vasco. Ello 
interrumpió la tradición españolista de las izquierdas, que venía de los 
liberales y republicanos del XIX, y que se había fortalecido en el combate 
con los nacionalismos conservadores (y hasta racistas y antiespañolistas) de 
los inicios del XX. Los enemigos de sus enemigos se hicieron sus amigos y, 
particularmente en el segundo franquismo, cuando los nacionalistas 
periféricos empezaron a recobrarse renovando sus culturas más 
tradicionales (ETA, en el caso vasco; el antifranquismo catalanista), las 
izquierdas fueron haciendo suyas proclamas inéditas hasta entonces (si 
acaso entre los comunistas, como se ha señalado). No se trató, en ningún 
caso, de propuestas de tipo federal, sino de ensoñaciones nacionalistas que 
se asumieron pensando más en los derechos a la diferencia que en el futuro 
gobierno del país democrático o en la posibilidad de un nacionalismo 
progresista españolista (resultado todo de la capacidad deletérea de la 
nacionalización negativa del franquismo). Ser español y de izquierdas se 
hizo complicado desde entonces y el federalismo no se atisbó como 
posibilidad para organizar la nueva España, primando más las exigencias 
nacionalistas periféricas y la necesidad de equilibrar su demanda con la 



tradición unitarista y centralista del país representada en otras fuerzas 
políticas. 

Las izquierdas se implicaron con entusiasmo en esa posibilidad de 
autogobierno regional inédita en la historia de España; también la mayoría 
de las derechas lo hicieron, aunque se mostraran habitualmente más 
reticentes e incluso algunas muy beligerantes. El resultado fue, en el 
proceso de consolidación de la democracia, una fórmula de sabor federal 
por mor del desarrollo del original formato estatutario. Después de diversas 
tensiones en la definición del nuevo modelo –la LOAPA de 1983 y las 
sentencias contrarias del Constitucional-, el autogobierno se estableció “sin 
techo” y con tendencias emuladoras de los casos catalán y vasco que 
contribuyeron a intensificar sus posibilidades, competencias y jurisdicción. 

Al cabo de casi medio siglo, tanto izquierdas como derechas respaldan con 
diferencias ese modelo de autogobierno estatutario, surgiendo las crisis de 
este sobre todo a partir de las demandas soberanistas y luego secesionistas 
de los nacionalismos vasco y catalán. El federalismo aparece en la agenda 
de sectores sociales de la izquierda, independientes o ligados según los 
casos a partidos políticos. No se conoce similar proceso en la derecha, más 
allá de algún personaje significado a título individual.  


